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SENADO DE PUERTO RICO 

R. DEL S. 77
SEGUNDO INFORME PARCIAL 

15 de noviembre de 2021

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación del Segundo Informe Parcial sobre la Resolución del Senado 77, con sus hallazgos, conclusiones y recomendaciones.  

ALCANCE E INTRODUCCIÓN DE LA MEDIDA: 

La Resolución del Senado 77 (en adelante “R. del S. 77”) ordena a la Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico a realizar investigaciones continuas sobre los diversos problemas y amenazas que afectan la sostenibilidad y desarrollo de las comunidades, en su definición más amplia, en todo Puerto Rico; así como realizar investigaciones continuas sobre los programas de prevención, servicios y política pública relacionadas al sinhogarismo, la salud mental y el uso problemático de sustancias en Puerto Rico.

El poder de expropiación del Estado ha sido reiteradamente reconocido como un atributo inherente y necesario a su soberanía, que está limitado únicamente por la exigencia constitucional de que la cosa expropiada sea utilizada para un fin público y que se pague una justa compensación por la propiedad. La Sección 9 del Artículo II de la Constitución de Puerto Rico establece que “no se tomará o perjudicará la propiedad privada para uso público a no ser mediante el pago de una justa compensación y de acuerdo con la forma provista por ley”. Nuestra Constitución también instituye el derecho a que ninguna persona podrá ser privada de su propiedad sin el debido proceso de Ley.

En Puerto Rico, el procedimiento judicial de expropiación forzosa es de naturaleza civil in rem. El mismo se lleva a cabo conforme dispone la Ley de Expropiación Forzosa, y la Regla 58 de las Reglas de Procedimiento Civil. Tanto la Sección 1 de la Ley de Expropiación Forzosa como la Regla 58.3 de Procedimiento Civil requieren la presentación de una demanda o petición en el tribunal para comenzar el procedimiento judicial de expropiación. Conjuntamente con la petición, se presenta un legajo de expropiación que incluye varios documentos, tales como: la identificación concreta e individual de los bienes muebles e inmuebles objeto de la expropiación; los datos registrales; las personas con interés; la fijación de la suma de dinero estimada por la peticionaria como justa compensación; la finalidad pública del procedimiento; una certificación expedida por el Registro de la Propiedad; un plano de mensura; y un informe de valoración rendido por el perito tasador.
En el caso de los municipios, el Artículo 2.018 de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, faculta a los Municipios a instar procesos de expropiación forzosa. El Código Municipal detalla los requerimientos para la expropiación de una propiedad, así como los requisitos para declarar un inmueble como estorbo público. El Artículo 4.007 del citado Código establece como política pública promover la restauración de las comunidades y vecindarios de Puerto Rico, en el orden físico, económico, social y cultural, así como retener y aumentar la población residente en Puerto Rico. Además, procura la restauración de estructuras, que constituyen una amenaza a la salud, la seguridad y bienestar de los residentes de las comunidades donde están situadas. Cónsono con lo anterior, la Ley Núm. 96-2017, conocida como Ley para el Manejo de Estorbos Púbicos y la Reconstrucción Urbana de Santurce y Rio Piedras, establece como política pública la rehabilitación y el fortalecimiento de la actividad económica, comercial y residencial de los sectores de Santurce y Río Piedras del Municipio de San Juan, atajando el abandono y deterioro que experimentan estos sectores. Asimismo, en el Artículo 5 de esta Ley se faculta a la Administración de Terrenos a declarar como estorbo público aquellas propiedades sitas en Santurce y Río Piedras que cumplan con la definición de estorbo público de dicha Ley y se establece el mecanismo para que la persona interesada pueda adquirir una propiedad que se encuentre en estado de deterioro o abandono que cumpla con los requisitos de ser declarados estorbos públicos. El Artículo 7, por su parte, establece un procedimiento para la expropiación de la propiedad y la transferencia al adquirente una vez la propiedad es declarada estorbo público.
Al presente, las piezas legislativas definen estorbo público como cualquier estructura abandonada o solar abandonado, yermo o baldío que sea inadecuado para ser habitado o utilizado por seres humanos, por estar en condiciones de ruina, falta de reparación, defectos de construcción, o que es perjudicial para la salud o la seguridad del público, o presenta características que perjudican el desarrollo en dichas áreas, su ocupación legal como vivienda o comercio, o que afecta el acceso a dichas áreas por residentes, visitantes y turistas. Dichas condiciones pueden incluir, pero sin limitarse, a las siguientes: defectos en la estructura que aumentan los riesgos de incendios o accidentes; fachadas y estructuras destruidas o vandalizadas; falta de adecuada ventilación o facilidades sanitarias; falta de líneas y otras instalaciones que puedan conectarse al sistema de la Autoridad de Energía Eléctrica o al de la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados; acumulación de desperdicios sólidos, y falta de higiene y limpieza. Lo anterior, sin embargo, no excluye una propiedad que al momento de ser declarada como un estorbo público se encuentre habitada por alguien. 

Habida cuenta de lo anterior, la Comisión que suscribe se propuso investigar la utilización del recurso de expropiación por parte del Gobierno de Puerto Rico, sus municipalidades y entidades e intentar definir un perfil de los propietarios expropiados durante los pasados cinco (5) años.
ANÁLISIS Y HALLAZGOS: 
MUNICIPIOS

Como parte de las gestiones investigativas de la Comisión, se le remitió un Requerimiento de Información a cada uno de los Municipios solicitándole la siguiente información: 
· ¿Cuántos casos de expropiaciones forzosas se han radicado anualmente durante los pasados 5 años y cuáles han sido los propósitos anunciados para justificar dichas expropiaciones? Favor indicar el número o proporción de propiedades que se encontraban ocupadas al momento de que se iniciaran los procesos de expropiación forzosa tabulados. 
· De las propiedades expropiadas durante los pasados 5 años, ¿Cuántas fueron declaradas como estorbo público previo a su expropiación? Favor indicar el número o proporción de propiedades que se encontraban ocupadas al momento de que se iniciaran los procesos para declarar las propiedades como estorbos públicos.

· ¿Cuáles son las características demográficas de los antiguos dueños de las propiedades que fueron expropiadas durante los pasados 5 años? Incluyendo, pero sin limitarse a, ingresos anuales, edad, sexo.

· ¿Cuál es el estado actual de las propiedades que han sido expropiadas durante los pasados 5 años?
· Listado de programas, estrategias y/o metodologías vigentes y que actualmente emplea el ente al que representa para brindarle información, asesoría, apoyo, educación y/o ayuda a los antiguos dueños de las propiedades que han sido expropiadas. Favor indicar los grupos focales, cantidad de personas impactadas, objetivos.

· Listado y copia de cualquier informe o análisis estadístico producido por el ente al que representa referente a las expropiaciones llevadas a cabo durante los pasados cinco (5) años. De conocer sobre algún informe no producido por el ente al que usted representa que abarque el tema de las expropiaciones en Puerto Rico, favor proveer las referencias.
· Copia de todo protocolo y/o carta circular y/o reglamento producido por el ente al que representa que abarque el tema de las expropiaciones.

· Desglose detallado de los fondos recibidos por el ente al que representa a raíz de las expropiaciones. Favor incluir origen de los fondos.
· Desglose detallado de los fondos invertidos por el ente al que representa en torno a la administración de todo lo relacionado a las expropiaciones. Favor detallar origen de los fondos invertidos.

· Listado de recursos, tanto de equipos como recursos humanos, empleados en el abordaje y manejo de las expropiaciones. Favor detallar si el recurso listado de para uso exclusivo en el abordaje de las expropiaciones.
· ¿Qué servicios externos contrata el ente al que usted representa, si algunos, para atender y manejar los casos de expropiación y cuáles son las personas jurídicas y naturales a quienes contratan para que les provea dichos servicios, si alguna? De existir, favor remitir copia de los contratos de servicio de dichas personas jurídicas y naturales con el ente al que usted representa. 

· Nombre, puesto y contacto del o los funcionarios encargados de administrar todos los recursos, información y operaciones por parte del ente al que represente relacionados a las expropiaciones.
De los setenta y ocho (78) municipios, solo diecinueve (19) contestaron el requerimiento remitido por esta Comisión. En adelante se provee un resumen de la información suministrada:
El Municipio de San Lorenzo informó que no contaba con expedientes que le permitieran suministrar la información requerida.

Los Municipios de Cataño, Moca, Maricao y Camuy reportaron no haber radicado ningún caso de expropiación forzosa durante los pasados cinco (5) años. Además, informaron que no cuenta con un protocolo, carta circular o reglamento interno relacionado al tema de las expropiaciones y que, de ser necesario, los Municipio de Cataño y Moca se acogerían a las disposiciones de la Ley Núm. 107-2020, conocida como Código Municipal de Puerto Rico.
Los Municipios de Orocovis, Manuabo, Guaynabo, Rincón, Sabana Grande y Hatillo se limitaron a informar no haber radicado ningún caso de expropiación forzosa durante los pasados cinco (5) años.
El Municipio de Quebradilla dejó saber que los últimos casos de expropiación forzosa instados por el Municipio fueron radicados hacen seis (6) años. Sin embargo, no proveyeron el resto de la información solicitada.
El Municipio de San Juan informó que solo ha presentado un (1) caso de expropiación forzosa durante los pasados cinco (5) años y que dicha propiedad se encontraba abandonada y desocupada. Dicha propiedad fue donada a Casa Taft 169 Inc. corporación sin fines de lucro cuyo propósito es “promover la creación y desarrollo del Centro Cívico en el Sector Machuchal de Santurce como espacio de gestión, formación, apoyo e investigación para la creación de una comunidad culturalmente rica, socialmente integradora, económicamente equitativa y ambientalmente sostenible”. Por otra parte, el procedimiento fue iniciada por una abogada de la Oficina de permisos del Municipio de San Juan, aunque posteriormente el caso fue referido a un abogado externo. Por otra parte, el Municipio de San Juan dejo saber que, debido al bajo volumen de casos expropiados, no hay ningún programa que le brinde información, asesoría, apoyo, educación y/o ayuda a los antiguos dueños de las propiedades que han sido expropiadas. Además, compartió que hace algunas semanas, el Municipio aprobó el nuevo Reglamento para el Manejo, Identificación y Restauración de Propiedades Inmuebles en el Municipio de San Juan, Ordenanza 1, Serie 2021-2022 para atemperarlo a las disposiciones del nuevo Código Municipal, Ley 107 de 14 de agosto de 2020. El Reglamento recién aprobado, el nuevo Código Municipal y el Código de Enjuiciamiento Civil establecen los procedimientos que se deben seguir para declarar un inmueble estorbo público y sus consecuencias, dentro de las cuales se encuentra la expropiación forzosa. Finalmente, el Municipio de San Juan dejó claro que Los casos que el Municipio de San Juan pudiera expropiar en el futuro se tramitarán según lo dispone la Regla 58 de las de Procedimiento Civil, el Capítulo 239 del Código de Enjuiciamiento Civil y el Código Municipal de 2020.
El Municipio de Cidra le informó a esta Comisión que durante los pasados cinco (5) años no ha radicado ningún caso de expropiación forzosa, pero hicieron constar dos (2) expropiaciones que se llevaron a cabo en años previos; sin abundar en mayores detalles en cuanto a si las propiedades en cuestión se encontraban o no ocupadas al momento de la expropiación. El Municipio hizo constar también que, en el caso de los Estorbos Públicos, la pasada administración contaba con un contrato con la compañía Global, el cual fue cancelado, y que en este momento propio equipo de trabajo del Municipio quien organiza la intervención de las propiedades identificadas como estorbos públicos.
En los pasados cinco años, el Municipio de Arecibo solo ha radicado un (1) caso de expropiación forzosa en los tribunales. Para le fecha de 1 de abril de 2016, el Municipio radicó ante el Tribunal de Primera Instancia una petición de expropiación en contra de José A. Castro por su propiedad haber sido declarada estorbo público y no estar susceptible a reparaciones. La petición de expropiación a la propiedad era en beneficio de la señora Amada Álvarez, quien tenía la intención de adquirir la propiedad. La ciudadana firmó un contrato con el Municipio formalizando la transacción y entregando un cheque de $5,300.00 el cual era el equivalente al diez por ciento (10%) del valor de tasación de la propiedad y también hizo entrega del cheque correspondiente para consignarse en el Tribunal. Por diferentes razones que el Municipio no brindó, el Tribunal de Primera Instancia desestimó el caso. Por lo anterior, la expropiación de la propiedad no se efectuó. Al momento, el Municipio no tiene información demográfica de los dueños de la propiedad y tampoco el Municipio cuenta con programas de apoyo para los antiguos dueños de propiedades que han sido expropiadas. Informó además que no tiene contratos con personas que ofrezcan servicios externos para atender o identificar casos de expropiación forzosa.
En los últimos cinco (5) años la Administración Municipal de Caguas ha radicado solo un (1) caso de expropiación forzosa. Mediante la misma, se propone la adquisición de una propiedad comercial en estado de abandono en el Centro Urbano Tradicional para la construcción de vivienda de interés social para atender la necesidad de vivienda de personas de edad avanzada. La propiedad no fue declarada estorbo público previo al inicio del proceso y tampoco estaba habitada. Al momento, el Municipio no ha podido completar el proceso de adquisición ante ausencia de acuerdo entre el Municipio y la cantidad reclamada por la sucesión titular de la propiedad como justa compensación, por lo que la propiedad al momento se encuentra vacante. La adquisición propuesta (que no ha concluido) fue subvencionada con fondos del programa Community Development Block Grant, CDBG por sus siglas en inglés. Para materializar la transacción se presupuestó la cantidad de $l20,000 que fueron consignados en el tribunal y se llevó a cabo la tasación de la propiedad a un costo de $2,5 00. Los trámites relativos al litigio y trámite de la petición presentada en el Municipio se gestionan con personal interno. Así, el Municipio dejó saber que la Administración Municipal cuenta con una Secretaría de Desarrollo Humano que cobija todas las dependencias de prestación directa de servicios a los ciudadanos incluyendo el Departamento de Vivienda, la Oficina de la Mujer, y el Departamento de Servicios al Ciudadano; dependencias que, según el Municipio, estarían a cargo del manejo adecuado y sensible de cualquier situación que requiera su intervención.
En los pasados cinco (5) años, el Municipio de Bayamón ha radicado un total de dieciséis (16) expropiaciones forzosas. Ninguna de las estructuras expropiadas se encontraba ocupada al momento de la radicar la expropiación. De las dieciséis 16 expropiaciones realizadas por el Municipio durante los pasados cinco (5) años, nueve (9) de estas fueron realizadas en propiedades declaradas estorbo público. No obstante, de estas nueve (9), el Municipio solamente ha expropiado un (1) estorbo público con fondos municipales. Los ocho (8) estorbos públicos restantes han sido expropiados bajo el Artículo 4.012 del Capítulo II del Código Municipal, titulado Intención de Adquirir; Expropiación. Este articulo les permite a los ciudadanos adquirir un estorbo público mediante el procedimiento de expropiación forzosa, el cual es llevado a cabo por el Municipio donde se encuentra la estructura. Durante los pasados 5 años, el Municipio de Bayamón ha utilizado $826,354.13 provenientes de fondos ordinarios (municipales) para realizar las expropiaciones forzosas. Durante este mismo periodo, el Municipio ha expropiado 8 estorbos públicos con fondos provenientes de ciudadanos, según lo dispone el Articulo 4.012 deI Capítulo II del Código Municipal. A estos efectos se han depositado en el Tribunal $341 600.00 durante este mismo periodo. La Oficina de Adquisición de Terrenos del Municipio de Bayamón está encargada de realizar estos procesos. Esta oficina consta de dos (2) empleados municipales (1 director y 1 secretaria). La Oficina de Vigilantes Ambientales del Municipio de Bayamón está encargada de declarar las propiedades abandonadas estorbo público. Si hay personas interesadas en adquirir una de estas propiedades bajo el Articulo 4.012 del Capítulo II del Código Municipal, esta oficina coordina el proceso de expropiación. La oficina cuenta con seis (6) empleados (1 supervisora, 3 inspectores y 2 empleadas para apoyo administrativo), seis (6) computadoras y dos (2) vehículos de motor. Ninguno de los empleados de las oficinas antes mencionadas trabaja exclusivamente con expropiaciones. Hay una serie de profesionales contratados para prestarle distintos servicios al Municipio de Bayamón, entre los que se pueden mencionar: tasadores, abogados, agrimensores e investigadores de título. Cuando es necesario para los procesos de expropiación forzosa, se utilizan los servicios de éstos. Por otra parte, el Municipio de Bayamón no recopila datos sobre el perfil sociodemográfico de los antiguos dueños de las propiedades expropiadas, debido a que no es requisito de ley compilar dicha información. Finalmente, el Municipio de Bayamón dejó saber que no existe ningún tipo de programa, estrategia y/o metodología establecida a estos fines, debido a que la no es un requisito de ley que se implementen estos procesos. Además, las propiedades expropiadas por el Municipio de Bayamón se encontraban en estado de abandono o vacantes al momento de radicar la expropiación.
Según el Municipio de Ponce, durante los pasados cinco (5) años se han radicado tres (3) casos de expropiaciones forzosas, las cuales se encontraban desocupadas al momento de radicar los mismos. Los tres (3) casos antes mencionados habían sido previamente declaradas estorbos públicos, los cuales se encontraban desocupados al momento de iniciar el proceso. El Municipio de Ponce, para el proceso de expropiaciones, se rige por el Código Municipal y previo a la expropiación por la Ley 131 de 2012. Según el Municipio, este no debe ser juez y parte en procesos de expropiación forzosa. Por tanto, opina que la orientación o asesoría en estos casos debe ser provista por un abogado o entidad alterna de forma privada. De darse la necesidad de expropiar propiedad inmueble habitada, como admite se ha hecho en el pasado, el Municipio dice establecer mecanismos de orientación y asistencia para relocalizar, dependiendo del proyecto y de las particularidades de éste. Según el Municipio, los fondos para los casos de expropiaciones en los últimos cinco años provienen de los proponentes que desean adquirir propiedades. Los fondos de los proponentes se invierten en el pago de servicios de tasaciones y pago de multas por concepto de estorbos públicos. Añaden, además, que muchos casos se quedan en la etapa de tasación cuando ven que no pueden cubrir el valor de la propiedad en el mercado, y otros cuando ven que dicho valor no cumple con sus expectativas. Según el Municipio, durante el proceso de expropiaciones participan empleados de la Oficina de Servicios Legales, entre ellos abogados, notarios y personal administrativo, personal de las Oficinas de Desarrollo Señorial en el Departamento de la Vivienda y emplazadores, tasadores y notarios contratados. 
Finalmente, el Municipio de Ponce, aprovechó la oportunidad para hacer la salvedad que, bajo esta nueva administración, se presta a reformular el Reglamento de Estorbos Públicos vigente para hacer del mismo uno dinámico y en beneficio de sus constituyentes. Reconocieron como su principal misión el abatir el problema creciente de propiedad abandonada en grave estado de deterioro. Sin embargo, también alegaron tener la responsabilidad de revitalizar los espacios promoviendo la repoblación y el crecimiento económico en su ciudad. En este sentido, sus esfuerzos se dirigen a trabajar ambos aspectos de forma sensible, en comunicación con sus líderes comunitarios y dándole especial importancia a adquirir propiedades abandonadas cuyas deudas de CRIM y mitigación hagan la transacción costo eficiente y que les permita proveerle al Departamento de la Vivienda espacios para desarrollar vivienda asequible, al igual que proveerle al Departamento de Desarrollo Económico espacios para el desarrollo y/o expansión de sus pequeños y medianos comerciantes.
El Municipio de Fajardo informó haber expropiado siete (7) propiedades en los pasados cinco (5) años. Ninguna de estas propiedades se encontraba ocupadas. Actualmente el Municipio no cuenta con programas, estrategias y/o metodologías para brindarle información, asesoría, apoyó, educación y/o ayudas exclusivamente para los antiguos dueños de las propiedades que han sido expropiadas. 
Por otro lado, el Municipio de Fajardo cuenta con diversos programas de los cuales se pueden beneficiar sus residentes; siempre y cuando, cualifiquen. Finalmente, el Municipio dejó saber que no cuenta con recursos exclusivos para el manejo de las expropiaciones.
Adicional a los Municipios, nuestra Comisión solicitó información a agencias gubernamentales pertinentes a este tema:
Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (“AAFAF”)
La AAFAF informó que no tramita expropiaciones forzosas de propiedades privadas. Tampoco posee información referente al detalle sobre expropiaciones forzosas realizadas por el Gobierno Central ni los criterios para su puesta en vigor.
Federación de Alcaldes de Puerto Rico

La Federación dejó saber que no es recipiente de la información particular de los municipios. Por esta razón no tiene en su poder la información que se solicitó.
Departamento de Justicia

El Secretario es el representante legal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, de sus agencias y del Pueblo de Puerto Rico en las demandas y procesos civiles, criminales, administrativos y especiales en que sea parte y que sean instados en los tribunales u otros foros en o fuera de Puerto Rico. En cumplimiento de esta función corresponde al Secretario representar al Gobierno de Puerto Rico en los procedimientos de expropiación forzosa, conforme disponen la Ley de 12 de marzo de 1903, según enmendada. Así las cosas, entre las divisiones especializadas del Departamento de Justicia se encuentra la División de lo Contributivo, Cobro de Dinero y Expropiación Forzosa. La División de lo Contributivo, Cobro de Dinero y Expropiación Forzosa se rige por lo dispuesto en la Ley de Expropiaciones y en la Regla 58 de las Reglas de Procedimiento Civil. Como parte de sus funciones, esta División toma en consideración las disposiciones de ley y reglamentación aplicable en aquellos casos de expropiación para determinar, por ejemplo, si el bien a ser expropiado es parte de una comunidad especial, y se cumple con todas las disposiciones de ley y reglamentación de las entidades de Gobierno que rigen todo lo referente a comunidades especiales. En otros casos, precisa interpretar la ley y reglamentación aplicable en integración con otras normas que incidan en el proceso. Un ejemplo de esto es cuando el bien expropiado contiene o colinda con un cuerpo de agua, colinda con la costa o tiene una zonificación en particular. Así, hay un sinnúmero de disposiciones de ley y reglamentación a ser consideradas que impactarían el bien a ser expropiado y la valoración del mismo.
Por otra parte, en los pasados cinco (5) años la División de lo Contributivo, Cobro de Dinero y Expropiación Forzosa sólo ha radicado un (1) caso de expropiación. Esta acción fue incoada en virtud de un acuerdo transaccional que fue ratificado por el Tribunal mediante sentencia. Al momento de incoar esta acción, la propiedad en cuestión constaba de un solar, con una estructura de vivienda la cual estaba ocupada y no había sido declarada estorbo público. Sobre los recursos que tiene la División de lo Contributivo, Cobro de Dinero y Expropiación Forzosa, el Departamento informó que el dirigente de la División cuenta con siete (7) abogados que manejan casos de expropiaciones, así como otras reclamaciones sobre expedientes de dominio, deslinde y amojonamiento, sentencias declaratorias, usucapión, desahucios, cobro de dinero, acciones reivindicatoria y acciones de derecho hipotecario. La División también cuenta con el apoyo de agentes investigadores de la Secretaría Auxiliar de lo Civil cuando se necesita realizar algún emplazamiento. Los equipos utilizados para efectuar estas labores consisten en computadoras, teléfonos y equipo de impresión multifuncional.
No obstante, lo anterior, el Departamento dejo saber que las expropiaciones que se llevan a cabo sobre propiedades declaradas como estorbo público de ordinario las realiza de forma individual cada municipio.
Departamento de Transportación y Obras Públicas

El Departamento informó que durante los años 2016 al 2020 se radicaron doscientos treinta y ocho (238) casos de expropiación; los cuales se desglosan de la siguiente manera: 2016 (54 casos), 2017 (38 casos), 2018 (51 casos), 2019 (43 casos), 2020 (52 casos). El Área de Adquisición de Propiedades tiene el objetivo de realizar las actividades necesarias para obtener, mediante un proceso de adquisición de propiedades, los terrenos necesarios para efectuar la obra pública. Las expropiaciones realizadas pueden ser de lotes vacantes u ocupados. De igual forma pueden ser expropiaciones totales o parciales, en pleno dominio o arrendamiento.
Según el Departamento, existe un mandato constitucional a que se pague la justa compensación al individuo a quien se le expropia su propiedad. Sin embargo, en los proyectos con fondos federales los ciudadanos tienen derecho a diversos beneficios que pueden incluir pago de mudanza, alquiler temporero y hasta la compra de una nueva residencia.

Por otra parte, el Departamento dejo saber que, una vez el Área de Adquisición del Departamento adquiere la propiedad y lo refiere al Área de Construcción para desarrollo del proyecto, la propiedad pasa a ser custodiada por el Estado bajo la Oficina de Administración de Propiedades.
Así, el Departamento dejó saber que cuenta con las siguientes oficinas para manejar los procesos de expropiación instados por el Departamento:
· Servicios al Afectado y Negociación: Esta oficina es la encargada de orientar a los afectados y asegurar que sean tratados justa y consistentemente durante el proceso de relocalización y obtención de los beneficios a los cuales tengan derecho, según la reglamentación federal vigente. Se busca promover la confianza en el proceso y la implantación de este de forma eficiente. Esta división tiene como recursos una ayudante interina de director de área y una asistente.
· Oficina Legal: Formaliza la adquisición de las propiedades necesarias para la construcción de los proyectos de la Autoridad, asegurando el cumplimiento del mandato constitucional de pagar la justa compensación. Además, esta registrar la titularidad de las parcelas adquiridas a nombre de la ACT. La oficinal legal cuenta con tres abogados internos.

· Oficina de Tasación: Es responsable de evaluar todas las propiedades a adquirirse, para determinar su justo valor en el mercado, las cuales son necesarias para llevar a cabo la construcción de los diferentes proyectos de la Autoridad de Carreteras. Esta oficina cuenta con un director, un tasador, un oficial administrativo y un técnico de Sistema de Oficinas. Además de los contratos externos de los tasadores cuyo presupuesto sale del presupuesto operacional asignado para el Área de Adquisición.
· Oficina de Revisión de Tasación: Su objetivo principal es asegurar que el estimado de justa compensación esté adecuadamente documentado y justificado a base de la información disponible y relevante de la propiedad objeto de valoración que se adquiere. Esta oficina cuenta con el mismo personal que la oficina de tasación.
· Oficina Derecho de Vía: Esta oficina apoya las gestiones de adquirir propiedades para la construcción de proyectos de la Autoridad y establece controles de calidad de los planos de adquisición preparados en el Área de Diseño. Actualmente esta oficina cuenta con el apoyo de agrimensores asignados a las diferentes regionales de la ACT, como con agrimensores externos contratados.

Finalmente, el Departamento dejó saber que en la Oficinal Legal se contrata una firma de abogados externos para atender los casos de expropiaciones.
Departamento de la Vivienda

El Departamento afirmó que la Ley 132 de 1 de julio de 1975, conocida como “Ley de Viviendas Enclavadas en Terrenos Ajenos”, autoriza al Departamento a otorgar títulos a familias que ocupan viviendas enclavadas en terrenos ajenos, sean propiedad de alguna entidad gubernamental o personas privadas. Para ello, el Departamento está autorizada a adquirir, mediante transferencia, compra o expropiación, terrenos con el fin de concederle a las familias que edificaron allí sus residencias el título sobre el terreno conocido comúnmente como la parcela. En aras de facilitar el programa, el estatuto le ordena a la Autoridad de Tierras (“Autoridad”), entre otras agencias gubernamentales, a transferirle al Departamento, libre de costo, el título de propiedad de los predios de terrenos públicos en los cuales-enclaven viviendas. De esta manera, se concede a los ocupantes de estas fincas, quienes han invertido recursos para edificar sus viviendas, el título de propiedad sobre el solar, logrando así que estos ciudadanos advengan dueños en pleno dominio de la estructura y el solar.
Para lograr la consecución de la Ley 132-1975, supra, el Departamento adoptó el Reglamento 6163, “Reglamento para Conceder Títulos de Propiedad a los Habitantes de Viviendas Enclavadas en Terrenos Ajenos, Enmendado”, el cual viabiliza la coordinación y ejecución que han permitido hacer efectiva la política pública del Gobierno de Puerto Rico a favor de nuestras comunidades más vulnerables. La Ley Núm. 132, supra, dispone que el traspaso de la propiedad a los ocupantes de las residencias se realizará a base del valor de tasación del solar y los ingresos de las familias solicitantes. En consideración de la aplicación de los criterios de elegibilidad, la venta se puede hacer por el valor nominal de $1.00. Ello independientemente del valor o costo del predio adquirido por el Departamento. Sin embargo, la Ley 26-2017, según enmendada, la “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, requiere que toda transferencia de propiedad inmueble se realice a valor de tasación, por lo que las cesiones dependen de la asignación de fondos suficientes para pagar el justiprecio o de legislación especial que exima al Departamento de dicho requisito. El Departamento advirtió, además, que la expropiación forzosa no es una actividad elegible bajo los programas federales de recuperación de desastre administrados por el Departamento. Por el contrario, el Plan de Acción de CDBG-DR contiene una partida importante para la legalización de títulos de propiedad para miles de familias puertorriqueñas, muchas de estas en nuestras comunidades vulnerables.

El Departamento reconoce la importancia de legalizar la posesión de viviendas en Puerto Rico, para así garantizarles un techo seguro a nuestras familias puertorriqueñas. Los huracanes Irma y Maria pusieron de manifiesto la crisis de titularidad que afecta a nuestras comunidades. Los terremotos de 2020 acrecentaron el problema. La ausencia de un título formal sobre su vivienda es un problema de grandes proporciones para la población en general, más aún para las familias de bajos recursos. Las familias que carecen de título inscrito no tienen acceso a las opciones tradicionales de financiamiento, no pueden asegurar su propiedad, y muchas veces se ven privadas de los beneficios de asistencia pública. FEMA estimó que casi el 60% de los 1.1 millones de solicitantes de ayuda financiera post-huracanes no fueron elegibles.

Aunque muchos factores contribuyeron, una de las razones principales fue la incapacidad de los solicitantes para probar la titularidad de las propiedades por las cuales reclamaban daños. Sin duda, se trata de un problema social con ramificaciones económicas que amerita acción contundente. Mientras el programa de Comunidades Especiales estuvo bajo la administración del Departamento, les correspondía llevar pleitos de expropiación forzosa dirigidos precisamente a conceder títulos a los residentes permanentes de comunidades desventajadas. Esa función fue transferida a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario (ODSEC) en virtud de la Ley 162-2018. Igualmente, los pleitos de expropiación forzosas pendientes de adjudicación para dicha fecha son ahora la responsabilidad de la agencia hermana. Ninguno de dichos pleitos fue presentado en los pasados cinco (5) años.

Finalmente, a pesar de que el Departamento en los pasados 5 años no ha llevado a cabo procesos de expropiación forzosa, el Reglamento de Adquisición y Disposición de Bienes del Departamento de la Vivienda, Reg. 7028 de 8 de septiembre de 2005, define con claridad las situaciones en las cuales nuestra agencia puede recurrir a esta medida judicial de arraigo constitucional, siempre dentro del marco de un fin público declarado y certificado.

Departamento de la Familia


Ni el Departamento de la Familia ni sus Administraciones, en los pasados cinco (5) años, ha sido promoventes en acciones de expropiación forzosa. Por tal razón, no tiene datos que brindar sobre el tema de las expropiaciones, luego de realizar una búsqueda en los expedientes de la Agencia y de haber corroborado con el Departamento de Justicia a esos efectos. Por el contrario, el Departamento de la Familia viene llamado, en los casos de desahucios cuando el mismo se impactan familias con envejecientes y/o menores de edad, a comparecer ante el Tribunal de manera que pueda coordinar inmediatamente las ayudas a estas familias que pasan por este doloroso proceso. Así, el Departamento de la Familia dejó claro que el Departamento de justicia no ha radicado expropiación alguna para beneficio del Departamento de la Familia, ni sus administraciones.
Administración de Terrenos

Durante los últimos 5 años (julio 2016 a julio 2021), la Administración de Terrenos ha presentado 11 peticiones de expropiación forzosa como sigue: una (1) en el 2016; dos (2) en el 2017, y ocho (8) en el 2018. El fin público para el cual se efectuaron las expropiaciones antes indicadas fue el Proyecto de Restauración Ecológica del Caño Martín Peña (dragado, canalización, y proyectos relacionados); proyecto a cargo de y coordinado por la Corporación del Proyecto ENLACE del Caño Martín Peña. Toda gestión relacionada con la identificación, así como atención y manejo litera del Tribunal está a cargo y bajo el control de la Corporación ENLACE, de conformidad con el Contrato de Servicios entre las Partes. La Corporación ENLACE paga los gastos relacionados con las expropiaciones mediante la contratación de tasadores, peritos, emplazadores, la publicación de edictos, etc. En virtud del Contrato de Servicios con la Administración, ENLACE paga los servicios que presta el personal de la Administración.


La Administración de Terrenos desconoce el número o proporción de propiedades que se encontraban ocupadas al momento de que se iniciaron los procedimientos de expropiación. Por otra parte, ninguna de las propiedades expropiadas durante los pasados 5 años fueron declaradas estorbo público previo a ser expropiadas. La Administración de Terrenos no tiene información respecto a las características demográficas, ingresos anuales, edad y género de los antiguos dueños de las propiedades que fueron expropiadas durante los pasados 5 años. Explica la Administración que la expropiación forzosa es un procedimiento in rem, por lo que la información que se requiere para dicho procedimiento es conocer quiénes son los titulares, independientemente de sus características demográficas. El nombre y dirección conocida de los titulares, a quienes se les identifica como Parte con Interés, se incluye en el legajo de expropiación que se presenta ante el Tribunal Superior de San Juan, Sala de Expropiaciones. Una vez completado el procedimiento de expropiación forzosa ante el Tribunal de Primera Instancia, la Administración comienza el proceso para el traspaso de la titularidad del sujeto en cuestión a la persona natural o jurídica para cuyo beneficio se efectuó la expropiación.


La Administración efectúa las expropiaciones forzosas conforme a lo dispuesto en su Ley Orgánica, Ley Núm. 13 de 16 de mayo de 1962, según enmendada, y en cumplimiento con las disposiciones de la Ley de Expropiación Forzosa y de la Regla 58 de Procedimiento Civil de 2009. Una vez a una Parte con Interés se le notifica la Petición de Expropiación Forzosa, como en todo procedimiento judicial, ésta tiene la opción de aceptar las sumas consignadas en concepto de justa compensación, comparecer por derecho propio o por conducto de representación legal. Todos estos trámites relacionados con información, asesoría, apoyo y/o ayuda, se efectúan por las Partes con Interés que recurran a agencias gubernamentales como el Departamento de la Vivienda o la Corporación de Servicios Legales, que provean tal tipo de asesoría y apoyo.


Finalmente, la Administración de Terrenos no ha recibido ni recibe fondos a raíz de las expropiaciones y no cuenta con una oficina, departamento o división exclusiva a cargo de expropiaciones y los funcionarios de la Administración intervienen en los casos, según sea necesario, de conformidad con los deberes y obligaciones conferidas por la Ley Habilitadora de la Administración.
Centro de Recaudación de Ingresos Municipales (“CRIM”)


El Centro de Recaudación de Ingresos Municipales, es una entidad municipal que, en virtud de las disposiciones de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, es la encargada de imponer, recaudar y distribuir las contribuciones sobre la propiedad mueble e inmueble y otros fondos correspondientes a los municipios de Puerto Rico. El Centro, como tal, no realiza expropiaciones forzosas sobre la propiedad.

Pudieron identificar que, de ciento trece (113) casos que se notificaron al CRIM en el año 2020, al menos cuarenta y tres (43), fueron identificadas como expropiación por estorbo público con posibles adquirentes, y de los sesenta y dos (62) casos recibidos hasta la fecha en el año 2021, al menos veintidós (22) fueron identificadas como expropiación por estorbo público con posibles adquirentes. La comparecencia del CRIM en los casos de expropiación forzosa, está dirigida a cobrar la acreencia de deuda de contribuciones sobre la propiedad inmueble de la justa compensación consignada a esos efectos. Por tal razón, la información sobre las características demográficas de los antiguos dueños no es recopilada por el CRIM, ya que no es pertinente para la comparecencia al Tribunal en estos casos. Tampoco lo es la data solicitada de informes o análisis estadísticos debido a que no es concerniente o facultad de los propósitos establecidos por ley sobre la inherencia del CRIM en cuanto a las expropiaciones.
Audiencia Pública 


Además de los Requerimientos cursados, esta Comisión realizó una Audiencia Pública el 15 de junio de 2021 en el Salón de Audiencias Luis Negrón López, donde en representación del Secretario del Departamento de Justicia, compareció la licenciada Monica Ribas Cabrera. 


Durante la audiencia se estableció que, de haber un fin público con justa compensación a través del tribunal, se le puede expropiar la residencia principal a un ciudadano de manera forzosa. Ahora bien, durante la audiencia salió a relucir que la determinación de lo que constituye justa compensación se lleva a cabo a través de la contratación por parte del ente que se presta a expropiar de un perito tasador. Estos peritos suelen ser contratados por los entes y no forman parte de su equipo de trabajo como tal. Ante esto, los ciudadanos tienen el derecho de llevar otra tasación para impugnar la de estado.

Por otra parte, corresponde al estado demostrar el fin público detrás de la expropiación. Según el Departamento de Justicia, el tribunal ha dicho que el fin público puede ir desde la construcción de un parque hasta una carretera. Luego de discutir algunas disposiciones del Código Municipal de forma detallada, el Departamento de Justicia entiende que el término “fin público” es análogo a “utilidad pública”. Sin embargo, hicieron la reserva de que se tendría que buscar algún caso que defina el término.

Por otra parte, afirmaron que en casos donde se ve afectada la salud de las personas, se puede declarar un inmueble como estorbo público y después solicitar la expropiación de la propiedad sin necesidad de demostrar un fin o utilidad pública como tal. Esto permite al ente expropiante vender o ceder la propiedad expropiada a un ente o persona privada. Ante todos estos procedimientos, los ciudadanos no tienen derecho a asistencia de abogado o alguna otra ayuda de parte del Gobierno de Puerto Rico. El Departamento de Justicia informó que existen iniciativas que ayudan a las personas en este tipo de situación, tal como la clínica de asistencia legal de la Universidad Interamericana de Puerto Rico.

El Departamento de Justicia también informó que, para llevar a cabo los procesos de declaración de estorbo público y expropiación, los municipios contratan a un examinador quien debe ser un ingeniero o abogado seleccionado por el municipio. Ante la pregunta de si un hogar abandonado para efectos de la declaración de estorbo público podría estar ocupado, el Departamento de Justicia dejó saber que sí; por lo que una vivienda ocupada puede ser declarada como un estorbo público susceptible de expropiación. Finalmente, el Departamento de Justicia hizo saber que tanto el Estado Libre Asociado de Puerto Rico como los municipios también tienen a su disposición la figura de expropiación forzosa a la inversa y se comprometió a hacerle llegar a esta comisión un análisis en cuanto a la interacción de las figuras de expropiación forzosa y estorbo público con la ley de Hogar Seguro de Puerto Rico.
CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIONES: 

Un informe publicado en agosto de 2018 por el Institute for Justice, organización sin fines de lucro de abogados de interés público que litiga para luchar en contra del abuso de la expropiación forzosa y para proteger los derechos de propiedad privada, concluyó que el problema principal con la legislación puertorriqueña es que se puede utilizar la expropiación forzosa, en esencia, para cualquier objetivo que los municipios quieran. No hay limitaciones de “uso público”. En cambio, se otorga una deferencia total a las determinaciones legislativas sobre el propósito público de una expropiación. Los municipios pueden expropiar (y han expropiado) propiedades para cualquier propósito que se considere un propósito público—incluyendo centros comerciales, restaurantes y urbanizaciones de lujo, entre otros. Por ende, las autoridades municipales, en búsqueda de aumentar sus recaudos, tienen mayor capacidad para expropiar la propiedad privada que los funcionarios de casi cualquier otra jurisdicción de los Estados Unidos.
En base a la información suministrada por las partes peticionadas, se nos es forzoso concluir que en gran medida este diagnóstico ha sido corroborado. Por una parte, resulta evidente, tanto por las contestaciones brindadas como por la falta de respuesta de la vasta mayoría de las municipalidades, que en Puerto Rico no existe una estructura que permita el monitoreo transparente del uso del recurso de expropiación por parte del estado. Por otra parte, tampoco existe un protocolo uniforme o red de apoyo particular que supla apoyo a las partes a ser expropiadas. De igual forma, llama la atención el hecho de que ninguna de las municipalidades que contestaron los requerimientos de esta comisión alegaron tener contratos de servicios para el manejo de los estorbos públicos y expropiaciones; a pesar de que dichos servicios se han convertido en una nueva modalidad operacional entre las municipalidades. Finalmente, no queda espacio para dudar que, según el estado de derecho vigente, una residencia habitada puede ser declarada como estorbo público y ser sujeta a expropiación.
Habida cuenta de todo lo anterior, esta Comisión emite las siguientes recomendaciones:
· Continuar investigando el uso y manejo de los recursos de expropiación por parte de los municipios que no contestaron los requerimientos remitidos; Esta recomendación en conjunto al Proyecto del Senado 649, referido a la Comisión de Asuntos Municipales y de Vivienda. 
· Encargarle a la Puerto Rico Innovation and Technology Service la creación de un portal cibernético que provea acceso público a toda la información relevante sobre el empleo del recurso de expropiación por parte del estado, sus subdivisiones y entidades; y

· Enmendar; nuestro estado de derecho a los fines de que se garantice que ninguna propiedad habitada pueda ser declarada como un estorbo público sujeto a ser expropiado en base a dicha designación. En consecución de este último fin, la Comisión que suscribe presentó el Proyecto del Senado 629, el cual fue referido por el Senado de Puerto Rico a la Comisión de Asuntos Municipales y de Vivienda.
CONSIDERACIÓN FINAL:

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico, a tenor con los hallazgos, conclusiones y recomendaciones en torno a la Resolución del Senado 77, presenta a este Alto Cuerpo su Segundo Informe Parcial sobre la medida de referencia. 
Respetuosamente sometido,
José A. Vargas Vidot 

Presidente 

Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción  
